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ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 

Los suscritos diputadas integrantes de la Comisión Ordinaria de Asuntos de Gobierno 
y Administración rendimos   DICTAMEN AFIRMATIVO DE MAYORÍA sobre el 
proyecto LEY ORGÁNICA DEL COLEGIO DE PROFESIONALES EN SALUD 
OCUPACIONAL, Expediente N.º 22.221, iniciativa de la diputada Franggi Nicolás 

Solano; publicado en el Alcance N° 263 del Diario Oficial La Gaceta N° 242 del 02 de 
octubre de 2020, basadas en las siguientes consideraciones: 
 
 

I. RESUMEN DEL PROYECTO DE LEY 
 

El proyecto de ley propone la creación del Colegio de Profesionales en Salud 

Ocupacional, la proponente lo justifica indicando que en la actualidad no existe un 

organismo o ente que regule el ejercicio profesional de la salud ocupacional en nuestro 

país, lo que en su criterio provoca, un riesgo para las personas trabajadoras, y que es 

necesario establecer un Organismo de respaldo para quienes pretendan o tengan una 

preparación académica en esa materia. 

 

Se enuncia, además que la creación y constitución del Colegio Profesional es una 

necesidad en el sentido que sería un órgano con criterio técnico que podría contribuir 

en el establecimiento de lineamientos del sector profesional. 

 

La iniciativa le concede al Colegio una naturaleza jurídica de ente público no estatal, 

con personalidad jurídica y patrimonio propios. 

 

Se establece como parte de la finalidad de dicho Colegio velar por el cumplimiento 

estricto de las normas técnicas y de la ética profesional de sus agremiados, así como, 

la promoción de una adecuada gestión de la salud y seguridad ocupacional en los 

centros de trabajo, de manera que incida significativamente en la disminución de los 

accidentes laborales y las incapacidades por enfermedades de los trabajadores. 

 

 

 



 
 

II.- INFORME DEL DEPARTAMENTO DE ESTUDIOS, REFERENCIAS Y 

SERVICIOS TECNICOS 
 

Procederemos a realizar un análisis del presente proyecto de ley, retomando partes 

fundamentales del Informe AL-DEST- IIN-034 -2021 del Departamento de Estudios, 

Referencias y Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa, que fueron tomadas en 

cuenta por los diputados para mejorar el texto propuesto. 

 
 La propuesta de ley consta de XII Capítulos, que recogen 49 artículos, por lo 

que Servicios Técnicos hace un análisis de los artículos de la iniciativa: 

 
CAPÍTULO I este se denomina “DEL COLEGIO” consta de 3 artículos, 

enumerados del 1 al 3. El artículo 1 se refiere a la creación, la naturaleza 

jurídica, ubicación de la sede y a la representación jurídica, que tendría el 

Colegio de Salud Ocupacional. Esta norma integra diversas disposiciones en 

un mismo artículo. Por lo que indican que en buena técnica jurídica el artículo 

debe guardar unidad de estructura, ya que los artículos plurinormativos, 

podrían dificultar su comprensión y aplicación y pueden generar el olvido de 

alguna disposición. Asimismo, la referencia a este tipo de artículos resulta 

difícil, obligando a indicar en algunas oportunidades el número de párrafo. El 

artículo hace referencia a otros instrumentos Código Civil, lo cual no resulta 

necesario, además si dicha norma se reforma o se corre la numeración esta 

referencia quedaría vacía de contenido por lo que se sugiere suprimirla lo 

cual no afecta la eficacia de la disposición. En cuanto a la “personalidad 

jurídica” que se confiere por ley a los entes, valga destacar que lo que permite 

es que el ente público no se integre a la organización “ministerial” y tenga, al 

contrario, autonomía orgánica, asimismo, esa personalidad permite también, 

que el ente goce de un patrimonio propio, independientemente de cómo éste 

se constituya o se integre. La condición de persona o “entidad pública no 

estatal”, se manifiesta sobre todo en los ámbitos profesionales y/o 

productivos. Se trata de entes de base asociativa, una asociación obligatoria, 

por cuanto las personas concernidas deben afiliarse o incorporarse a la 



entidad creada y contribuir a la integración de su patrimonio. Dada esa base 

asociativa podría afirmarse que el ente no estatal presenta un carácter 

corporativo. Por el contrario, el ente institucional se organiza en función de 

un fin, que es definido por el fundador del Ente, en este caso el Estado. Se 

trata de una personificación al servicio de fines determinados; en el caso de 

las instituciones ese fin es ajeno, le viene impuesto en el acto creador. El 

gobierno y administración del ente están a cargo de órganos nombrados por 

el Estado y supeditados a éste, en razón de la tutela administrativa. Ergo, el 

jerarca del ente no actúa en representación de una asamblea de asociados, 

sino en cumplimiento de los fines que le han sido asignados. Se ha puesto 

como caso típico del ente institucional, las instituciones autónomas, que 

también se clasifican como entes instrumentales. Como ya se indicó, los 

entes no estatales dirigen su accionar hacia fines que si bien son públicos, 

no pueden ser considerados como estatales. Se considera que los fines son 

de un interés general menos intenso que el que satisface el Estado. Situación 

que sería producto de la base asociativa del ente no estatal, lo que determina 

que normalmente los intereses que está llamado a tutelar y satisfacer sean 

de carácter grupal o pertenecientes a una categoría profesional y/o 

productiva. 

 
Por su parte, los artículos 2 y 3 de la propuesta se refieren a la finalidad y 

objetivos del Colegio. Por lo que sugieren enunciar en el artículo 2, que la 

finalidad del Colegio como corporación conformada por todos los 

profesionales en salud ocupacional legalmente autorizados, deberá 

controlar, resguardar y fiscalizar la Salud Ocupacional en el ámbito privado y 

público, vigilancia que debe hacer en virtud del interés público para el cual se 

crea este. Con ello se diferencia esta norma de la vigilancia y fiscalización 

sobre los agremiados, materia que recoge el Capitulo IV. En cuanto al 

numeral 3, denominado “Objetivos”, contiene 14 incisos cuya redacción se 

sugiere redactar con mayor precisión. 

 



CAPÍTULO II se denomina “PERSONAS MIEMBROS DEL COLEGIO”, 

integrado por los artículos del 4 al 7. El numeral 4, determina quienes podrían 

ser miembros del Colegio Profesional de Salud Ocupacional, lo que llama la 

atención de Servicios Técnicos es que se incluye dentro de la lista a los 

diplomados “parauniversitarios y universitarios” en la categoría de tecnólogos 

de los planes de estudios públicos y privados. Se pretende aceptar como 

colegiados a personas diplomadas carentes de un título profesional, es decir 

sin bachillerato o licenciatura universitaria. En ese sentido se ha revisado el 

Convenio para crear una nomenclatura de grados o títulos de la Educación 

Superior, lo que lleva a considerar que la intención de la proponente es crear 

el Colegio e incentivar el mayor porcentaje de profesionalización en la 

materia, no obstante, no se indica así de manera expresa en la iniciativa de 

ley, por lo que se sugiere que este aspecto sea aclarado. 

 
CAPÍTULO III se denomina “OBLIGACIONES Y DERECHOS DE LAS 

PERSONAS MIEMBROS DEL COLEGIO”, consta de 3 artículos, que van del 

número 8 al número 10. 

 
El artículo 8 establece una serie de obligaciones para el agremiado. En el 

inciso e) indica: “Cumplir el ejercicio profesional con el grado de 

responsabilidad ética, científica y técnica requerida por quien contrate su 

trabajo y observar las regulaciones contempladas en el Código de Ética y el 

reglamento de esta ley”. La frase que indica “requerida por quien contrate su 

trabajo” debe eliminarse debido a que podría generar confusión e ilegalidad. 

El cumplimiento profesional, la responsabilidad ética, científica y técnica 

están sujetas a la normativa que regula la profesión y a los elementos de la 

técnica y la ciencia de ésta, por ende de la lectura del inciso e) tal como está 

redactado podría interpretarse que es el contratante del profesional en salud 

ocupacional quien los define, cuando en realidad este profesional debe 

cumplir su trabajo con apego a los deberes del ejercicio profesional con el 

grado de responsabilidad ética, científica y técnica y observar las 



regulaciones contempladas en el Código de Ética y el reglamento de esta ley. 

 
El artículo 10 tanto en el párrafo introductorio como en el inciso a), enuncia 

el término “patología”. Por lo que recomiendan que se sustituya el término 

patología por incidencia para que las frases puedan leerse correctamente, lo 

anterior debido a que los riesgos del trabajo sobre los cuales trata la salud 

ocupacional no son exclusivamente enfermedades o síntomas de una 

enfermedad, sino que también comprende las acciones preventivas de 

incidentes para evitar enfermedades o accidentes originados en virtud del 

trabajo. 

 
CAPITULO V se denomina “ORGANIZACIÓN”, consta de 8 artículos, que 

van del número 16 al número 23. En lo que respecta al artículo 18, por 

razones de seguridad jurídica, recomiendan que la convocatoria a la 

Asamblea General que realiza la Secretaría esté fundamentada en un 

Acuerdo de Junta Directiva y este se indique en la publicación en la cual se 

realiza la convocatoria. De igual manera se recomienda que la integración de 

la nueva Junta Directiva deba ser publicada en el Diario Oficial o en algún 

periódico de circulación nacional para dar publicidad a uno de los Acuerdos 

más importantes que adopta la Asamblea de agremiados. 

 
CAPITULO VI y CAPITULO VII este Capítulo VI, se denomina “JUNTA 

DIRECTIVA”, consta de nueve artículos, que van del número 24 al número 

32. El Capítulo VII, se denomina “FISCALÍA” y consta de un artículo único, 

número 33. El numeral 26, se refiere al trámite de los recursos de revocatoria 

y apelación que tendrían los acuerdos que apruebe la citada Junta Directiva, 

los interesados contarían con diez días hábiles para realizar la impugnación: 

Sobre este extremo, hay que destacar que una vez contestada la revocatoria 

por la Junta Directiva de no ser positivo, no se establece el mecanismo por el 

cual el agremiado se asegura que la Asamblea General sea convocada con 

celeridad para que conozca la apelación subsidiaria, por lo que se 



recomienda ampliar y concretar la norma considerando este aspecto. En el 

numeral 30, inciso b) donde se establece la recaudación que debería realizar 

la tesorería se hace referencia a la prestación de “servicios por parte del 

Colegio” postulado que no queda claro debido a que no existe una norma 

que establezca esa actividad por parte del Colegio. En ese mismo artículo, 

se omite indicar que la tesorería se encargaría de recaudar lo que se reciba 

por concepto de multas o sanciones disciplinarias impuestas a los 

agremiados. 

 
CAPÍTULO VIII este Capítulo está dividido en tres SECCIONES que se 

denominan de la siguiente manera: “TRIBUNAL ELECTORAL, TRIBUNAL 

DE HONOR Y COMITÉ CONSULTIVO”. 

 
La SECCIÓN I. “TRIBUNAL ELECTORAL”, consta de dos artículos el 34 y 

35: La constitución del Tribunal Electoral como está planteada en opinión de 

esta asesoría, debe ser reformulada ya que es la confusa podría ir en contra 

de los principios democráticos de elección tal como: el derecho a elegir y ser 

electo, el de pluralismo entre otros, lo expuesto en virtud, de que una parte, 

se dice que dicho Tribunal estará constituido por 5 miembros los que serán 

electos por un periodo de 2 años pudiendo ser relegidos, hasta aquí se está 

claro, sin embargo, seguidamente dice que podrían ser relegidos de manera 

“indefinida”, o mejor dicho a perpetua, lo que deviene en un perjuicio en 

contra de aquellos agremiados que quieran formar parte y/o participar como 

candidatos de ese Tribunal. Por otro lado, en ese mismo numeral 34, se 

dispone que esos 5 miembros del Tribunal, nombrarían de  su seno al 



presidente, el secretario, un tesorero y dos vocalías, se permitiría a tenor de 

la ley que entre 5 personas se dividan ellos mismos los puestos, ante esta 

situación pareciera que lo apegado a la seguridad jurídica y a la transparencia 

e igualdad, entre otros, sería que la Asamblea General asigne directamente 

esos puestos, que conformarían el citado Tribunal. Téngase en cuenta que 

el artículo 35 establece que esos 5 miembros son los que elaborarían y 

modificarían el procedimiento de elección, mientras que, por otro lado, se 

dispone que es la Asamblea General la que debe aprobar esa 

“reglamentación”, de lo que se infiere que estos últimos simplemente 

aprobarían lo propuesto. Lo idóneo en procura de salvaguardar los intereses 

del Colegio, es que, de previo a cualquier elección, la Asamblea General sea 

quién apruebe el reglamento donde se regula la forma de elección de manera 

clara precisa y concisa y, sea esa misma Asamblea General quién en su 

debido momento, realice las reformas parciales al reglamento interno que 

regule dicha materia electoral. Ello sin detrimento que se proponga un texto 

para estudio y valoración de la Asamblea. 

 
La SECCIÓN II. “TRIBUNAL DE HONOR”, consta de 2 artículos el número 

36 y 37. Al igual que el Tribunal Electoral, este Tribunal de Honores estaría 

constituido por 5 miembros, quienes serían electos en la Asamblea General 

Ordinaria, por un periodo de 2 años pudiendo ser relegidos, por una única 

vez, extremos en los que se diferencia con la forma de elección de los del 

Tribunal Electoral. Asimismo, llama la atención que se disponga que una vez 

elegidos esos 5 miembros del Tribunal de Honor puedan ser removidos en 

cualquier momento sin especificarse la causa para ello lo que consolidaría 

un trato desigual. Por su lado el artículo 37, establece una “especie de 

procedimiento” que deberá seguir el Tribunal de Honores en caso de que 

exista una queja o denuncia en contra de uno de los agremiados del Colegio. 

Es importante atender que en realidad ese Tribunal, tendría como función 

esencial la investigación y la formulación de dictámenes que deberá 

presentar ante la Junta Directiva para que sean valorados y eventualmente 



funcionen de base para la aplicación de sanciones, siempre y cuando se 

pruebe que alguno de los miembros ha vulnerado la ética profesional y las 

leyes de orden público. En lo que concurre al “procedimiento” descrito, sería 

más oportuno que quede dentro del Estatuto o reglamento interno, se 

recomienda además que de previo sea aprobado por la Asamblea General. 

 
La SECCIÓN III. “COMITÉ CONSULTIVO”, consta de un único artículo 

número 38. El Comité consultivo estaría conformado por 3 personas 

(agremiados activos), elegidos por la Junta Directiva con el objeto de que 

actúen como asesores ad honorem, sin embargo, hay una excepción al 

agregar el artículo de marras que si se “tratare de asesorías que lleven 

implícito un resultado económico el Comité Consultivo ad honoren podría ser 

remunerado, con una cifra que determinaría la Junta Directiva”. Esta norma 

requiere ser analizada a fondo ya que entre sus efectos podría prestarse 

para que con el criterio discrecional de la Junta Directiva se someta a 

conocimiento del Consejo Consultivo asuntos que serán remunerados y que 

basta con el criterio de solamente dos de los tres integrantes se elevarán 

como recomendación a la Junta Directiva órgano que puede disponer de este 

y emitirlo en nombre del Colegio Profesional. De lo expuesto, podrían surgir 

situaciones contrarias a la Ética y la Moral mientras que quienes son electos 

por la Asamblea General deben actuar en beneficio de la corporación y el 

interés público y el Consejo elegido por la Junta Directiva con el objeto de 

estar mejor preparada para poder cumplir los fines dados también deberían 

estar sujetos a normativa clara que no deje espacios discrecionales. En ese 

sentido se recomienda aclarar la norma en el sentido de indicar cuales son 

las funciones del Comité Consultivo, su carácter ad honorem y cuáles serían 

los casos excepcionales en los que recibiría remuneración estableciendo que 

la Junta deberá informarlo de manera fundamentada y motivada ante la 

Asamblea General. Por otro lado, no se establece en este proyecto la 

participación de un Auditor, para que periódicamente realice una auditoría 

sobre las actuaciones de la corporación que se pretende crear. 



 

CAPITULO IX se denomina “SANCIONES”, consta de 5 artículos, que van 

del número 39 al número 43. El inciso b) del artículo 39 no cumple con el 

requisito de indicar cual es la acción irregular que generaría la “pérdida de 

condición como persona colegiada” y tampoco indica durante cuánto tiempo 

perdería esa condición. Esto requiere ser subsanado ya que tal como está 

redactada presenta roces de legalidad y de constitucionalidad ya que la 

materia sancionatoria debe indicar claramente cuál es la acción u omisión 

prohibidas, la sanción establecida y el tiempo durante el cual debe cumplirse 

dicha sanción. Lo mismo aplica para el resto de los incisos porque resultan 

imprecisos. Ante esto Servicios Técnicos no recomienda la remisión indicada 

en el párrafo final respecto de los numerales citados del Código Penal en lo 

que resulten aplicables, por dos razones, primero porque si dicho cuerpo 

normativo es reformado, su numeración es corrida o su contenido es 

reformado, se vaciaría de contenido esta norma 39 a partir del inciso b) y 

además porque se indica en lo que sea aplicable, de manera que si hay 

conductas para las cuales las sanciones ahí establecidas no se consideran 

aplicables quedarían impunes. Es por esto que recomiendan establecer las 

sanciones en el mismo texto del artículo 39. 

 
CAPITULO X se denomina “PATRIMONIO DEL COLEGIO”, consta de 3 

artículos, que van del número 44 al número 46. El artículo 44, de la propuesta 

de ley, enumera 4 supuestos que serían la fuente económica que tendría el 

Colegio, sin embargo, no se incluye lo recaudado por concepto de multas. El 

inciso c) del artículo 44 acota que se podrían recibir subvenciones en favor 

del Colegio por parte del “Poder Ejecutivo, instituciones de Educación 

Superior y de cualquier otro ente”, subrayando que tales “subvenciones” 

precederían cuando esos entes “tengan excedentes presupuestarios”. Sobre 

dicha pretensión es necesario destacar, que, en cuanto al Poder Ejecutivo y 

el manejo del presupuesto, este presupuesto se elabora con la finalidad de 

sufragar los gastos económicos-financieros.  En sentido similar hay que 



analizar el extremo que hace referencia posibles trasferencias producto de 

convenios, como, por ejemplo, habría que considerar que los Ministerios 

(Poder Ejecutivo), deben responder a las políticas públicas, según sus 

atribuciones y ser consecuentes con decisiones de la política pública del 

gobierno. El precepto no establece la condición de obligatoriedad, sin 

embargo, no se puede perder de vista que tanto las instituciones autónomas 

del Estado como las municipalidades, poseen autonomía, tienen sus propias 

competencias y atribuciones. Además, ellas establecen sus prioridades y 

presupuestos y en cuanto al gobierno central los ministerios deben ser 

concurrentes con sus objetivos específicos como ye indicó. La ejecución 

presupuestaria es programada y esa programación debe tender a la 

utilización efectiva de los recursos disponibles y al cumplimiento de los fines 

del organismo de que se trate. La programación debe tomar en cuenta que 

las asignaciones presupuestarias “caducan” al 31 de diciembre de cada año 

fiscal, según lo indicado. En concordancia con lo expuesto, las facultades de 

administración y gestión propias de un ente autónomo implican una 

autorización para otorgar donaciones al Estado, sea al Gobierno Central, a 

los ministerios o a las instituciones públicas que lo conforman. En nuestro 

sistema los entes autónomos ostentan el mayor grado de descentralización 

administrativa en el país. La Constitución garantiza, en el artículo supra- 

citado artículo 188, dos clases de autonomía: la administrativa y la política o 

de gobierno. En lo que atañe al Superávit, propiamente dicho, este se debe 

analizar desde dos formas o vertientes: el superávit libre, que se refiere al 

exceso de ingresos ejecutados sobre los gastos reales efectuados al final de 

un ejercicio presupuestario, que son de libre disponibilidad en cuanto al tipo 

de partida o subpartida que pueden financiar. Mientras que el Superávit 

específico: es aquel excedente que por disposición normativa u operativa se 

encuentra comprometido para un fin específico y que puede ser utilizado en 

períodos subsiguientes. Dichos recursos no podrán utilizarse para establecer 

el superávit del período subsiguiente, ni pueden ser gravados de ninguna 

forma. En este caso se infiere que se hace referencia al superávit, no 



obstante, para acceder a esa liquidez de recursos presupuestarios se debe 

cumplir con todo lo señalado anteriormente. 

 
CAPÍTULO XI se denomina “DISPOSICIONES GENERALES”, consta de 3 

artículos, que van del número 47 al número 49. Los artículos 47 y 48 no 

corresponden a disposiciones generales, estas normas son de carácter 

sustantivo y están relacionadas con medios recursivos por decisiones de la 

Asamblea General y ejecución de resoluciones por parte de la Junta 

Directiva, por tal razón deberían reubicarse de seguido a las normas que 

desarrollan temas conexos en Capítulos anteriores de este proyecto de ley. 

Por otro lado, el numeral 49 tampoco es una disposición general, aclaramos 

que la buena técnica legislativa dicta que las disposiciones generales se 

integran al inicio del texto de la ley y tienen la función de establecer 

enunciados que se refieren de manera general a los contenidos y alcances 

de la misma, características que no reúnen las normas indicadas en este 

Capítulo XI. 

 
CAPÍTULO XII se denomina “DISPOSICIONES FINALES Y 

TRANSITORIAS”, consta de 5 NORMAS TRANSITORIAS. En lo que 

respecta a las normas transitorias Servicios Técnicos recuerda que estas, en 

buena técnica legislativa no deben integrarse en un Capítulo del cuerpo 

normativo. Por otro lado, sostienen que la propuesta en el Capítulo XII, 

debería ser más preciso, puesto que pretende que quienes integren una 

especie de “Junta Provisional”, sean los rectores de los centros de estudio 

públicos y privados en las que se impartan carreras en salud ocupacional, se 

infiere que con el objeto de que funcione para convocar la Asamblea General 

y nombrar la Junta Directiva. Sin embargo, lo dispuesto en el Transitorio IV, 

no queda claro, se pretende que esas personas designadas de manera 

provisional presenten ante el Poder Ejecutivo los reglamentos que servirían 

de base para el funcionamiento del Colegio. De lo expuesto, se determina 

que lo que se busca no es acorde a la naturaleza jurídica del Colegio, siendo 



 

que el Poder Ejecutivo en lo que ocupa a los estatus o reglamentos 

internos del Colegio Profesional no tiene ninguna injerencia, asimismo, 

cabe recordar que estos deben ser aprobados por la Asamblea General, 

compuesta por los agremiados activos. 

 

 

III.- ASPECTOS DE PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO: 
 

3.1.- Consultas realizadas y respuestas recibidas 
 

Este proyecto de ley, mediante mociones aprobadas se consultó a: 
 

• Instituto Nacional de Seguros (INS) 

• Contraloría General de la República 

• Defensoría de los Habitantes 

• Colegio de Médicos y Cirujanos 

• Colegio de Ingenieros y Arquitectos 

• Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada (Conesup) 

• Consejo Superior de Educación Pública (CSE) 

• Procuraduría General de la República 

• Ministerio de Salud 

• Consejo Nacional de Rectores 

• Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) 

• Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) 

• Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 

• Consejo de Salud Ocupacional 

• Federación de Colegios Profesionales Universitarios de Costa Rica 

• Universidades Públicas 

• Universidades Privadas 

• Asociación de Profesionales de Salud Ocupacional 

• Colegio de Profesionales de Ciencias de la Salud 

• Asociación de Colegios del Sector Salud 
 

Según el informe del Departamento de Servicios Técnicos, son obligatorias las 

consultas a las siguientes instituciones:   

 Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) 

 Instituto Nacional de Seguros (INS) 

 Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC) 

 Consejo Superior de Educación 

 Universidades públicas (en las que se imparta la carrera de salud 

ocupacional) 



 

 

Las respuestas recibidas se resumen en el siguiente cuadro: 

Institución Fecha Respuesta 

Ministerio de 

Salud 
 

01/09/2021 Recomiendan por medio del oficio MS-DM-FG-3953-2021 

una serie de cambios en la redacción de los artículos, en el 

caso del Artículo 1 indican que la redacción es repetitiva, en 

el caso del Artículo 3 también señalan una serie de cambios 

en las palabras utilizadas y se recomienda la incorporación 

de que el Colegio verifique la idoneidad para el ejercicio de 

la profesión, basándose en la experiencia de otros colegios, 

esto permitiría si el colegio lo estima necesario tener 

exámenes u otros procesos evaluativos para la incorporación 

de sus miembros. 

También señala cambios en el Capítulo II, en el Artículo 4, 

ya que debido al principio constitucional de libre asociación 

nadie puede ser obligado a unirse a ningún grupo 

organizado, por lo que debe establecerse que el participar 

del Colegio siempre es opcional. Lo que no puede ser 

opcional es la obligación de ejercer la profesión solamente 

estando inscrito y autorizado por el Colegio. 

Para respetar el principio de seguridad jurídica y en vista de 

las consecuencias que este proceso tiene sobre la vida de 

los profesionales que se deseen incorporar, es necesario que 

se definan claramente los requisitos generales para ser 

aceptado como miembro del Colegio, este es un asunto de 

reserva de ley que no puede dejarse a un mero reglamento. 

Así mismo, se sugiere una lista de requisitos generales, 

basados en las leyes orgánicas de otros colegios, la cual 

puede ser discutida y ajustada según las particularidades y 

necesidades del colegio. Por lo anterior se sugiere cambios 

en el Artículo 5. 

También señalan que el Artículo 6 debe modificarse la 

redacción pues es repetitivo con el No.4 y no aportaría 

ningún valor adicional. 

Sugieren la modificación el Artículo 9 pues no depende del 

Colegio otorgar “puestos” ya que corresponde a un asunto 

de índole laboral y contratación, por lo que quedaría fuera del 

colegio la capacidad de garantizarle el puesto a sus 

miembros. No obstante, si se considera que el texto puede 

ser usado como una restricción para delimitar quienes 

pueden ocupar eventualmente estos puestos. 



 

Recomiendan además modificar el Artículo 10, y no ser tan 

específico en una ley en vista que estas funciones (varias de 

las cuales son realmente tareas operativas) son aspectos 

muy puntuales que están sujetos a ser ajustados o 

actualizados, por lo cual es más prudente reservarlo a nivel 

de los reglamentos y normas específicos. Con respecto a lo 

mencionado en Artículo 17, se ha denotar que en el artículo 

7 se estableció que los miembros temporales pueden asistir 

a las Asambleas sin voz ni voto, lo cual contradice este 

artículo. Se debe uniformar y concordar los dos artículos 

según lo que realmente se pretenda por parte del Colegio. 

En relación a la convocatoria a Asamblea General, no se 

debe limitar solo a los medios impresos, por ello se 

recomienda que (sic) modificar Artículo 19. 

En el Artículo 20 se solicita modificar la frase última (siempre 

que no sea inferior a la cantidad requerida para integrar la 

Junta Directiva y el Tribunal de Honor), resulta innecesaria 

ya que 20 personas, siempre serán suficientes para integrar 

la Junta Directiva y el Tribunal. 

El reglamento no podría modificar o crear nuevas 

disposiciones que se sobrepongan o ajusten la ley, por lo que 

recomienda modificar Artículo 22. 

De igual forma, piden modificar el Artículo 23, además del 

Capítulo VI sobre Junta Directiva. 

Se recomienda modificar Artículo 37 sobre el trámite de 

denuncias dado que por competencia este debe ser el 

órgano receptor, considerando también que el denunciado 

eventualmente podría ser miembro de la Junta. De igual 

forma el órgano encargado de iniciar el proceso 

sancionatorio es el Tribunal. 

Se recomienda que los comités sean varios y se creen en 

función de temáticas específicas de esta forma se puede 

aprovechar el diferente expertise de la mayor cantidad 

posible de miembros del Colegio. Para lo anterior se pide la 

modificación de la Sección III sobre los Comités Consultivos. 

Mientras que el Capítulo IX, Artículo 39 sobre sanciones se 

considera necesaria la aclaración para brindar seguridad 

jurídica a los miembros, así como considerar que por el 

principio de proporcionalidad deben establecer el tipo de 

faltas (leves, moderadas, graves) y aparejarlas con el tipo de 

sanción: amonestación escrita, suspensión, pérdida de 

condición y considerar que en la ley solamente se haga esta 

mención y el tipificar cada uno de los tipos de falta se haga 

en el reglamento. 



 

Finalmente con el fin de evidenciar un elemento incorporado 

en la presentación del proyecto de Ley, resulta importante 

efectuar la siguiente observación: “En la actualidad no existe 

un organismo o ente que regule el ejercicio profesional de la 

salud ocupacional”, para lo cual aclaran que los 

profesionales en Salud Ocupacional graduados de la carrera 

Ingeniería en Seguridad Laboral e Higiene Ambiental del 

Instituto Tecnológico de Costa Rica actualmente se 

agremian al Colegio de Ingenieros Tecnólogos del Colegio 

Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica, donde 

existe una Asociación de Ingenieros en Seguridad Laboral e 

Higiene Ambiental que entre otras cosas aplica lo indicado 

en el artículo 51 de la Ley Orgánica del Colegio Federado de 

Ingenieros y de Arquitectos de Costa Rica. Ley N°3663 “El 

Colegio Federado tendrá amplias facultades para regular 

todo lo relativo al ejercicio de las diversas profesiones que lo 

integran, incluyendo aquellos técnicos y profesionales 

intermedios afines a alguno de los colegios miembros, en 

todo de acuerdo al inciso f) del artículo 23 de esta ley”, para 

este grupo de profesionales en salud ocupacional, lo anterior 

para que se tome nota dentro del expediente. 

Colegio 

Federado de 

Ingenieros y 

de Arquitectos 

de Costa Rica 

06/11/2020 Mediante el oficio DE-1312-11-2020 señalan que solicitan 

que se les brinde una audiencia obligatoria para referirse a 

este proyecto. Por otro lado, indican que el proyecto tiene 

una serie de inconsistencias jurídicas que hacen inviable su 

aplicación, por lo que solicitan cambios en el Artículo 4, 

Artículo 8 en el inciso h), Artículo 9 en el inciso c), Artículo 10 

en el inciso e), Artículo 11, Artículo 20, Artículo 23 en el inciso 

c) y en el h), Artículo 24, Artículo 27 en los incisos t) w) y v), 

Artículo 34, Artículo 39, Artículo 42, Artículo 43 y el 

Transitorio III. Además, manifiestan que el propósito de este 

proyecto de ley radica en la creación de un nuevo Colegio 

para los profesionales en salud ocupacional, aduciendo que 

en la actualidad no existen organismos o entes que regulen 

el ejercicio de estos profesionales, sin embargo dentro de la 

propia fundamentación se establece que organismos como 

el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a través del 

Consejo de Salud Ocupación al, Ministerio de Salud y el 

Instituto Nacional de Seguros, son instituciones que 

actualmente están relacionadas con el desarrollo de las 

funciones de estos profesionales. 

Adicionalmente al transitorio V del proyecto señala que los 

profesionales que ya se encuentren incorporados a otros 

colegios profesionales podrán mantenerse en ellos, si así lo 



 

desean, reconociendo nuevamente que ya existen colegios 

que regulan a los profesionales en Salud Ocupacional, como 

lo es el Colegio Federado de Ingenieros y de Arquitectos, así 

como el Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica. 

Para el Colegio de Ingenieros y Arquitectos partiendo de las 

anteriores premisas, y de la lectura integral del proyecto de 

ley, les surge la duda acerca de cuál es realmente el espíritu 

del legislador con respecto la creación de un nuevo ente 

público, pues lo que regula se encuentra establecido en 

diversos cuerpos normativos que existen actualmente en 

nuestro ordenamiento jurídico. 

También indican que en la fundamentación del Proyecto de 

Ley se establece, por un lado, una problemática de que 

personas sin la correcta preparación académica practiquen 

la profesión, y por otro, que estos profesionales son limitados 

a desempeñarse en capacitaciones de brigadas y revisión de 

extintores, y no a la prevención o protección de los 

trabajadores, misma que responde a una de sus funciones 

principales. Al respecto destacan que si bien es cierto los 

Colegios Profesionales pueden procurar el intercambio 

científico y la continua preparación educativa de los 

profesionales, no es competencia de los Colegios 

Profesionales formar académicamente a los profesionales, 

así como tampoco lo es, velar por su capacidad académica. 

De igual forma hacen referencia a la resolución 2000-03917 

de las catorce horas con dieciocho minutos del diez de mayo 

del dos mil, de la Sala Constitucional, a partir de la cual 

sostienen que no queda duda que resulta abiertamente ilegal 

y temeraria la exclusividad en el ejercicio que se pretende en 

el proyecto de ley, máxime partiendo que se conoce que 

existen otros colegios profesionales que actualmente 

agremian profesionales en las ramas de la salud 

ocupacional. 

Instituto 

Nacional de 

Seguros 

30/08/2021 Señalan en el oficio PE-00875-2021 que posterior a un 

análisis y estudio del proyecto no existen objeciones que 

hacer a los diputados y diputadas. 

Universidad 

Autónoma de 

Centroamérica 

(UACA) 

20/08/2021 Manifiestan utilizando un mensaje de correo electrónico a 

nombre de su rector Guillermo Malavassi Vargas, su 

inconformidad con que la iniciativa indique que puedan 

ejercer la profesión de Salud Ocupacional con el grado de 

Bachillerato, pues consideran que debe ser con el grado 

mínimo de Licenciatura, pues para ejercer una profesión en 

una materia tan delicada, consideran que es una temeridad 

que lo hagan los bachilleres, porque les falta preparación. 



 

Asociación 

Costarricense 

de Salud 

Ocupacional 

(ACSO) 

01/09/2021 Para la ACSO en una misiva enviada indicaron que un 

colegio profesional proporciona valor agregado a sus 

miembros, mediante capacitación, bolsa de empleo, 

cumplimiento de estándares de calidad y promoción, 

otorgando la magnanimidad de fe pública, es decir, lo que se 

dictamine dentro de su profesión es cierto desde el punto de 

vista técnico y legal. 

Por otro lado, consideran que protege los derechos de 

quienes utilizan los servicios profesionales, generando una 

serie de límites y obligaciones jurídicas, técnicas y éticas que 

el profesional en el campo debe observar y cumplir. Vela por 

el bienestar y realización de sus incorporados, por este 

motivo, sin que pueda contrariarse su función esencial, 

rinden a su población agremiada programas de formación y 

actualización académica, actividades de promoción y 

recreación, contenidos de investigación en el ámbito de sus 

diferentes ramas o participación en congresos en los cuales 

se debatan temas de interés nacional. 

Según la ACSO las razones de creación pasan por dos 

estadios; el primero, llenar un vacío legal histórico; y el 

segundo, la necesidad imperiosa de regular el ejercicio 

profesional de una carrera con rápido ascenso. 

La Salud Ocupacional es la única profesión obligatoria por 

Ley, las empresas tienen la obligación de tener un 

profesional Salud Ocupacional, esto según el Artículo 300 de 

la Ley 6727. La ACSO sostiene que esto da peso y sustento 

a la imperiosidad de regular el ejercicio profesional y la 

profesión como tal y de regular la idoneidad del profesional, 

pues es el responsable de la Oficina, quien, además, es 

responsable de los programas de Emergencia y al ser esto 

un tema de riesgo nacional, con mucha más razón debe 

existir este profesional competente y acreditado, regulado 

por un colegio profesional. 

Desde la ACSO son enfáticos en que esta será una ley 

histórica en Costa Rica, que viene a terminar y cerrar el ciclo 

abierto en 1982, con la declaración de interés público de la 

Salud Ocupacional y una deuda desde la creación del Código 

de Trabajo de 1942; el corolario del reconocimiento de una 

profesión que tiene casi cuarenta años en el mercado Costa 

Rica y que ha adolecido de una regulación apropiada del 

ejercicio profesional a pesar de ser una obligación explícita 

en el Código de Trabajo, además, de ser una necesidad, 

viene a llenar a colmar un vacío en el desarrollo y el control 

del ejercicio profesional de la Salud Ocupacional en el país. 



 

 

 

3.2  Votación  
 

Este proyecto requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los votos 

presentes que dispone el artículo 119 de la Constitución Política. 
 

3.3.- Delegación 
 

El proyecto es delegable en una Comisión con Potestad Legislativa Plena, por no 

encontrarse dentro de las excepciones que establece el párrafo tercero del artículo 

124 de la Constitución Política. 

 

IV - RECOMENDACIÓN 
 

Este proyecto de ley, como se ha mencionado en este dictamen, reviste de una 

especial importancia para los profesionales de Salud Ocupacional para que su 

ejercicio profesional sea regulado y respaldado, pues al ser un órgano con criterio 

técnico contribuirá a dictar lineamientos de este sector profesional.  
 

De conformidad con lo expuesto, los suscritos diputados integrantes de esta 
Comisión, rendimos el presente DICTAMEN UNANIME AFIRMATIVO sobre este 

proyecto y recomendamos al Plenario Legislativo su aprobación.   
  

Consejo 

Superior de 

Educación 

(CSE) 

01/09/2021 En el oficio CSE-SG-0702-2021 indicaron que en el proyecto 

de ley señalado no se encontró contenido jurídico que 

contemple la necesidad de pronunciamiento por parte del 

Consejo Superior de Educación Pública. 



 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

 
LEY ORGÁNICA DEL COLEGIO 

DE PROFESIONALES EN SALUD OCUPACIONAL 

 
 

CAPÍTULO I 
EL COLEGIO 

 
 

ARTÍCULO 1- Creación y representación 
 

“Crease el Colegio de Profesionales en Salud Ocupacional, en adelante el Colegio, 

cuya naturaleza jurídica es la de un ente público no estatal, con personería jurídica 

y patrimonio propios; contará con representación judicial y extrajudicial, para el 

cumplimiento de sus fines la cual será ejercida por quien presida su Junta Directiva 

con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma conforme a la ley.  

La Junta Directiva podrá ampliar esa representación a otros miembros mediante 

acuerdo firme e inscripción en el Registro de Personas del Registro Nacional. Se 

regirá por la presente ley, su estatuto y reglamentos internos. Su domicilio legal 

será en la ciudad de San José”.  

 

 

ARTÍCULO 2- Finalidad 
 

La finalidad del Colegio como corporación conformada por todas las personas 

profesionales en salud ocupacional que cuenten con el título habilitante, deberá 

controlar, resguardar y fiscalizar la Salud Ocupacional en el ámbito privado y 

público, vigilancia que debe hacer en virtud del interés público para el cual se crea 

este.  

 
 
ARTÍCULO 3- Objetivos del Colegio. 
 
Los objetivos del Colegio son los siguientes: 
 
a) Constituirse en el ente regulador del ejercicio de la profesión de salud 

ocupacional, tanto en el ámbito público como en el privado, fiscalizando el 
ejercicio profesional de quienes se agremien, vigilando que las actividades 
científicas, técnicas, industriales y comerciales relacionadas con los 
profesionales en salud ocupacional que integran el Colegio, se desarrollen con 
el concurso de profesionales idóneos y éticos.  
 

b) Emitir los reglamentos reguladores del ejercicio profesional de quienes 
integran el Colegio.  



 

 
c) Fomentar el ejercicio de la profesión en salud ocupacional y promover su 

desarrollo en todas las dimensiones. 
 

d) Velar por los derechos y garantías que esta ley establece para las personas 
miembros del       Colegio.    

 
e) Tutelar los derechos e intereses legítimos de quienes contraten los servicios de 

las personas miembros del Colegio, por las acciones u omisiones en el ejercicio 
de su profesión, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que les 
correspondan. 

 
f) Colaborar con el Estado y sus instituciones, así como las entidades de educación 

superior, los institutos, los centros de investigación y otras instituciones, en el 
desarrollo científico de investigación en salud ocupacional, con el afán de 
atender las necesidades del país 

 
g) Emitir criterios técnicos y evacuar consultas sobre salud ocupacional, cuando 

sea consultado o por propia iniciativa; asimismo, asesorar a instituciones, 
organismos y asociaciones, públicas y privadas, en lo relativo a sus 
especialidades. 

 
h) Verificar la idoneidad para el ejercicio de la profesión de los egresados de las 

universidades. Para dar cumplimiento a esta finalidad, el Colegio podrá emitir la 
normativa y realizar las pruebas que considere pertinentes. 

 
i) Fomentar en el país por medio de sus integrantes el desarrollo de la salud 

ocupacional en el contexto público como privado, en todas sus áreas, así como 
proponer mejoras al marco jurídico vigente en la materia.  

 
j) Colaborar con las diversas instancias, nacionales e internacionales, en las 

acciones pertinentes para el fortalecimiento de la salud ocupacional en los 
centros de trabajo. 

 
k) Definir las acciones que permitan promover, divulgar y fiscalizar el cumplimiento 

de esta ley y sus reglamentos. 
 

l) Sancionar a los miembros de conformidad con el procedimiento dictado por esta 
ley. 

 
m) Cumplir las demás atribuciones que le señalen las leyes, los reglamentos 

generales y los reglamentos internos. 
 
 
 
 
 



 

CAPÍTULO II 
PERSONAS MIEMBROS DEL COLEGIO 

 
ARTÍCULO 4- Miembros del Colegio 
 

Para los efectos de la presente ley, serán miembros de este Colegio profesional 
todas las personas que ostenten el grado de bachiller y licenciatura en salud 
ocupacional, salud laboral e higiene ambiental, que vayan a ejercer la profesión en 
el país.   
 

Para mantener la condición de activo el miembro deberá estar al día con el pago 

de sus obligaciones con el Colegio y no haber sido sancionado por las faltas 

establecidas en esta ley. 

 
 
ARTÍCULO 5- Incorporación 
 

Para obtener la inscripción en el Colegio, las personas interesadas deberán cumplir 
con los requisitos siguientes: 

a) Contar con un título de grado universitario de bachillerato, o superior en salud 

ocupacional, salud laboral e higiene ambiental, otorgado por una universidad 

en Costa Rica, autorizada para impartir esta carrera o en su defecto con un título 

emitido en el extranjero que haya sido convalidado por el CONARE. 

 

b) Satisfacer los aranceles que señale la Junta de Directiva del Colegio; 
 

c) Aportar constancia fehaciente de haber observado buena conducta. 
 

d) Comprobar que es ciudadano costarricense en pleno ejercicio de sus derechos 

o un ciudadano extranjero con la debida autorización de residir en el país; 

 

e) Los extranjeros, además de llenar los requisitos anteriores, deberán comprobar 

que en su país de origen los costarricenses pueden ejercer la profesión en 

análogas circunstancias. 

 

f) Comprobar su idoneidad para el ejercicio de la profesión por medio de los 
mecanismos que defina el Colegio para este fin.  

 

g)  Mismos requisitos anteriores aplican para aquellos que desean incorporarse 
como tecnólogos, incluido la presentación de su título de pregrado  

 
 
 
 



 

ARTÍCULO 6- Miembros activos 
 
Podrán ser miembros activos del Colegio, las personas profesionales en salud 
ocupacional que cuenten con el grado de bachillerato y licenciatura y los 
diplomados parauniversitarios y universitarios conforme señala el artículo 4.  

Para mantener la condición de activo el miembro deberá estar al día con el pago 

de sus obligaciones con el Colegio y no haber sido sancionado por las faltas 

establecidas en esta ley.”  

 
ARTÍCULO 7- Personas miembros temporales 
 
Serán miembros temporales las personas profesionales en salud ocupacional que 
ingresen al país para brindar asesoramiento transitorio, en organismos del Estado 
o de la empresa privada, colegios y asociaciones profesionales que así lo soliciten.  
Quienes sean miembros temporales podrán asistir a los actos culturales y sociales 
del Colegio, así como a sus asambleas generales, como observadores, sin voz ni 
voto. 
 

CAPÍTULO III 
OBLIGACIONES Y DERECHOS DE LAS PERSONAS 

MIEMBROS DEL COLEGIO 
 
ARTÍCULO 8- Obligaciones 
 

Serán obligaciones de las personas miembros activos del Colegio: 
 

a) Cumplir las disposiciones de la presente ley y su reglamento, los reglamentos 
internos, el Código de Ética Profesional y los demás acuerdos que tomen los 
órganos del Colegio. 
 

b) Velar por el cumplimiento de los fines del Colegio. 
 

c) Denunciar toda infracción contra la presente ley y los reglamentos, de la cual 
sean testigos, cometida en establecimientos públicos o privados, así como 
cualquier acción que viole las normas del correcto ejercicio profesional. 
 

d) Promover en el escenario laboral el bienestar y la protección de las personas, 
los medios productivos y el ambiente, en los ámbitos relacionados con la salud 
ocupacional. 
 

e) Cumplir el ejercicio profesional con el grado de responsabilidad ética, científica, 
técnica requerida y observar las regulaciones contempladas en el Código de 
Ética y el reglamento de esta ley.  (Pag 20 ServTec. Mejora de redacción). 
 

f) Concurrir a las asambleas generales y las sesiones de Junta Directiva a las 
cuales sean convocados. 



 

g) Desempeñar los cargos para los cuales sean elegidos y atender las comisiones 
que les señalen la Asamblea General y la Junta Directiva. 
 

h) Cubrir las cuotas ordinarias que fije el Colegio. 
 
ARTÍCULO 9- Derechos 
 
Serán derechos de las personas miembros activos: 
 
a) Estar a cargo y ejercer en las unidades, oficinas, departamentos o gerencias de 

salud ocupacional. 
 
b) Participar en las asambleas generales, con derecho a voz y voto. 
 
c) Elegir y ser electos miembros de la Junta Directiva, la Fiscalía, el Tribunal de 

Honor y las comisiones, o bien, como delegadas del Colegio.  
 
d) Informar al Colegio sobre posibles violaciones al ejercicio de la profesión. 
 
e) Recibir la información sobre las actuaciones y nuevas disposiciones del Colegio. 
 
f) Solicitar al Colegio, su apoyo para la publicación de trabajos, ponencias o 

investigaciones realizadas por sus miembros, o en conjunto con profesionales de 
otros países. 
 

ARTÍCULO 10-  Son funciones ineludibles del profesional en salud ocupacional las 

siguientes, sin menoscabo de aquellas otras que establezca el Colegio vía 

reglamento. 

1. Funciones en materia de Gestión de la Prevención 

a) implementar sistemas de gestión, sobre Sistemas de Gestión de la Seguridad 

y Salud en el Trabajo. 

1. Estar a cargo de las unidades, oficinas o departamentos de Salud 

Ocupacional según lo establecido en el Código de Trabajo y sus 

reglamentos vigentes y sus respetivas funciones. 

2. Responsable profesional según lo indicado y requerido por la 

normativa nacional para documentar, revisar, preparar, aprobar, 

firmar y dar Fe Pública a los siguientes documentos: 



 

2.1. Diagnóstico de Salud y Seguridad Ocupacional 

2.2. Programa de Salud y Seguridad Ocupacional y sus 
subprogramas 

2.3. Plan de Preparativos y Respuesta ante emergencias 

| 2.4. Planes de confinamiento de ruido. 

2.5. Estudios de insalubridad y peligrosidad en los centros de 
trabajo. 

2.6. Plan de adaptabilidad de infraestructura para personas con 
discapacidad 

2.7. Reglamentos de Seguridad e Higiene Ocupacional en 
Actividades Mineras 

2.8. Programa Básico de Protección Contra Incendios 

2.9. Protocolos de Bioseguridad Laboral 

2.10. Evaluaciones de Riesgos Laborales e Industriales 

2.11. Programa Integral de Gestión de Residuos 

2.12. Elaboración de reglamentos internos de salud y Seguridad 
en el trabajo. 

2.13. Evaluación y desarrollo de estudios y programas 
Ergonómicos de los Puestos de Trabajo. 

2.14. Estudios de Higiene Industrial para Agentes Químicos, 
Físicos o Biológicos 

2.15. Reportes de Estadísticas de Riesgos Laborales e 
Industriales 

2.16. Informes de la investigación de accidentes e incidentes 
laborales, industriales y organizacionales 

2.17. Reportes a los Entes Rectores en asuntos afines a la Salud 
Ocupacional 

2.18Otros documentos propios de su competencia. 

b)   Planificar, dirigir, coordinar y documentar los preparativos y respuesta 

ante emergencias en los centros de trabajo y de ocupación pública, de 

instituciones públicas y privadas. 

c)  Promover, coordinar la conformación y la capacitación de Comisiones 

de Salud Ocupacional en las diversas actividades económicas, 

d)   Promover, y conformar las brigadas de atención de emergencias en 



 

los centros de trabajo, así como capacitar a sus miembros, los equipos de 

comando de incidentes y gestión de crisis. 

e) Participar en el desarrollo de evaluación de riesgos psicosociales en 

los lugares de trabajo. 

f) Desarrollo de diagnósticos y evaluaciones de riesgos laborales en los 

lugares de trabajo de la economía nacional. 

g) Establecimiento de manuales de procedimientos, protocolos seguros y 

saludables de trabajo en las diversas actividades económicas del país.  

h) Evaluar proyectos y remodelaciones a fin de identificar riesgos 

ocupacionales, de seguridad humana y protección contra incendios, riesgos 

sanitarios, industriales, ambientales, de accesibilidad, eléctricos, físicos, 

químicos, biológicos y de cualquier otra índole. 

i) Verificar la ejecución, y cumplimiento de las medidas de prevención, 

protección, y control, así como el seguimiento, por parte de los responsables 

dentro de la organización de aquellos proyectos que se desarrollen, desde la 

perspectiva de la Salud Ocupacional. 

j) Promover el cambio de cultura hacia la prevención de riesgos laborales y el 

autocuidado y estilos de vida saludables en las personas trabajadoras y las 

diversas jerarquías de la organización. 

k) Coordinar la implementación del programa de salud ocupacional en 

colaboración con otros profesionales de la salud cuando estos estén dentro 

de la organización. 

l) Ejercer como profesional liberal, desarrollando sus actividades a nivel público, 

o privado, favoreciendo el abordaje integral de la salud y seguridad, desde 

una perspectiva de trabajo pluridisciplinario y en equipo. 

m) Comunicar de manera efectiva, oportuna y respetuosa los resultados de las 

valoraciones que realice, esto a las personas empleadoras, personas 

trabajadoras y otros profesionales en salud, cuando así se requiera. 



 

n) Colaborar en el proceso de educación de las personas trabajadoras, y 

empleadoras, así como cualquier otra parte interesada, sobre la prevención 

de riesgos y las medidas de seguridad, higiene, ambiente, legales y otras 

similares. 

o) Sustentar su criterio técnico en normativa atinente a nivel nacional y procurar 

su mayor esfuerzo por documentar su criterio en normativa internacional ante 

inopia normativa en Costa Rica. 

p) Referir al médico tratante a aquellas personas trabajadoras/pacientes que 

requieran un abordaje médico inmediato. 

q) Colaborar en la elaboración, ejecución y evaluación de los programas y la 

normativa dirigida a la prevención riesgos y promoción de la salud. 

2. Función de investigación del profesional en Salud Ocupacional: 

 

a) Participar, dentro del marco legal relacionado, en las tareas de investigación 

ocupacional, psicosocial, toxicológica, ambiental, biomédica, ergonómica, 

biomecánica, epidemiológica y similares, ya sea a nivel individual o como parte 

de un equipo de salud. 

b) Diseñar, participar o llevar a cabo investigaciones en el área de Salud 

Ocupacional. 

c) Divulgar los resultados de las investigaciones a la comunidad científica y la 

sociedad, en los casos que corresponda. 

d) Utilizar los resultados de las investigaciones para generar y promover el 

desarrollo del conocimiento científico-tecnológico, proponiendo alternativas de 

solución a los problemas de salud, seguridad y bienes de las personas y el 

medio ambiente. 

e) Propiciar el planteamiento de áreas de investigación. 

f) Brindar criterio de valoración, clasificación y comprensión de trabajos de 

investigación. 



 

3. Función de docencia del profesional en Salud Ocupacional: 

 

a) Compartir la información y conocimientos a sus colegas. 

b) Participar en la formación en académica universitaria de pregrado, grado y 

postgrado, así como formación en grado técnico, de especialización o 

certificaciones profesionales tanto en la Educación Formal como la Educación 

Abierta de todas las partes interesadas en la sociedad costarricense. 

c) Participar en los programas educativos dirigidos a la promoción de la salud y 

prevención de la enfermedad ocupacional. 

 
4. Funciones administrativas del profesional en Salud Ocupacional: 

 

a) Gerenciar (planificar, organizar, dirigir, controlar y dar seguimiento) los 

aspectos relacionados con seguridad y salud ocupacional en los centros de 

trabajo. 

b) Asegurar la adecuada gestión de la información para el cumplimiento legal de 

la organización en aspectos afines a la seguridad, salud ocupacional y 

ambiente. 

c) Dirigir equipos de trabajo relacionados con temas de salud ocupacional 

(comisiones de salud ocupacional, brigadas de atención de emergencias, 

otros equipos). 

d) Desarrollar informes ejecutivos relacionados con la salud ocupacional 

(incidentes, enfermedades, controles operacionales, riesgos en general, 

cumplimiento normativo, a lo interno o externo de la organización, entre otros) 

e) Rendir informes de gestión y resultados de la operación mediante el 

cumplimiento de la normativa que regula y ampara la función pública y 

privada, en el sitio de trabajo. 

f) Colaborar en el establecimiento de sistemas de gestión integrada dentro de la 

organización. 

g) Asesorar a la persona empleadora, con respecto a los mecanismos de 

administración de la póliza de riesgos del trabajo. 



 

5. Funciones como auditor en Sistemas de Gestión: 

 

a) Promover, dirigir o formar parte del proceso de planificación, programación, 

aplicación e informe de trabajo que desarrollan los equipos de auditoría de 

sistemas de gestión sean éstos exclusivos de seguridad y salud ocupacional 

o integrados con alguna otra área temática. Participar como auditor líder en 

sistemas integrados de Gestión de Prevención de Riesgos Laborales 

b) Fungir como experto técnico en la planificación, programación, aplicación e 

informe de procesos de auditoría de sistemas de gestión sean éstos exclusivos 

de seguridad y salud ocupacional o integrados con alguna otra área temática. 

c) Documentar los hallazgos de los procesos de auditoría y su seguimiento. 

d) Contribuir con la mejora continua, procurando la aplicación de las mejores 

prácticas en seguridad, salud ocupacional y ambiente. 

 
CAPÍTULO IV 

EJERCICIO PROFESIONAL 
 

ARTÍCULO 11- Potestades del Colegio relativas al control y la regulación del 
ejercicio profesional 
 
El Colegio tendrá las facultades de ley para regular el ejercicio de los profesionales 
en salud ocupacional, con el objetivo de procurar su práctica dentro de un marco de 
corrección ética y científica, en todos los campos en los cuales el interés público 
señale la conveniencia o necesidad de tal ejercicio. 
 
ARTÍCULO 12- Ejercicio de la profesión 
 
Podrán ejercer la profesión en el territorio nacional, únicamente las personas 
profesionales en salud ocupacional que ostenten la condición de miembros activos 
del Colegio y no se encuentren suspendidas en el ejercicio profesional. 
 
ARTÍCULO 13- Emisión de documentos 
 
Los documentos que emitan los profesionales en salud ocupacional, referentes a su 
campo de competencia, deberán contar con su nombre completo, su firma, el código 
y el sello de la persona responsable. 
 
 
 
 



 

ARTÍCULO 14- Ejercicio ilegal de la profesión 
 
No podrán ejercer el campo de acción de la salud ocupacional quienes no sean 
miembros activos del Colegio, tampoco quienes se encuentren suspendidos en el 
ejercicio profesional. 
 
 
ARTÍCULO 15- Retiro voluntario 
 
Quienes estén colegiados tendrán el derecho de retirarse del Colegio, temporal o 
definitivamente; para ello, deberán seguir el procedimiento señalado por la Junta 
Directiva, el cual deberá ser sencillo y expedito, sin superar el plazo de un mes 
contado a partir de la solicitud.  El retiro voluntario suspende el ejercicio de la 
profesión, la suspensión se dará por terminada en el momento que la persona se 
incorpore de nuevo al Colegio. 
 

 
CAPÍTULO V 

ORGANIZACIÓN 
 

ARTÍCULO 16- Órganos 
 
Serán órganos propios del Colegio: 
 
a) La Asamblea General 
b) La Junta Directiva 
c) La Fiscalía 
d) El Tribunal de Honor y Ética 
e) El Tribunal Electoral 
f) El Comité Consultivo 
 
ARTÍCULO 17- La Asamblea General 
 
La Asamblea General es el máximo órgano del Colegio y está compuesta por todos 
los miembros activos y por los miembros temporales, estos últimos sin derecho a 

voz, ni a voto. 
 

ARTÍCULO 18- Asamblea General ordinaria 
 
La Asamblea General se reunirá ordinariamente una vez al año, en la primera 
semana de noviembre. 
 
La Junta Directiva será elegida en esta Asamblea, sus miembros serán 
juramentados por el Tribunal Electoral, una vez declarados los resultados de las 
votaciones y se procederá en el acto a la instalación de esta, debe ser publicada en 
el Diario Oficial o en algún periódico de circulación nacional.  



 

La convocatoria a Asamblea General ordinaria será suscrita por la Secretaría por 
acuerdo de la Junta Directiva del Colegio y deberá ser publicada, por lo menos una 
vez, en el diario oficial La Gaceta, así como en un periódico de circulación nacional, 
con un mínimo de diez días hábiles de antelación a la fecha programada.  La 
publicación deberá contener, como mínimo, los puntos por conocer, el sitio, la fecha 
y la hora de la primera y la segunda convocatoria. 
 

 
ARTÍCULO 19- Asamblea extraordinaria 
 
La Asamblea General se reunirá extraordinariamente cuando sea convocada por 
iniciativa propia de la Junta Directiva, iniciativa de la Fiscalía o por solicitud escrita 
de al menos un tercio de las personas miembros activos del Colegio. 

 
La convocatoria a Asamblea General extraordinaria será suscrita por la Secretaría 
de la Junta Directiva del Colegio y deberá ser publicada, al menos una vez, en el 
diario oficial La Gaceta, así como en un medio de alcance nacional, con un mínimo 
de diez días hábiles de antelación a la fecha programada.  La publicación deberá 
contener, como mínimo, los puntos por conocer, el sitio, la fecha y la hora de la 
primera y la segunda convocatoria.  
 
ARTÍCULO 20- Cuórum 
 
El cuórum de la Asamblea General estará constituido por la mitad más una de las 
personas miembros activos del Colegio.  Cuando este cuórum no pueda integrarse 
en el lugar y a la hora señalados para la primera convocatoria, la Junta Directiva 
procederá a realizar una segunda y última convocatoria, al menos treinta minutos 
después de la hora fijada para la primera, en cuyo caso formará el cuórum con 20 
personas miembros activos que concurran.  
 
ARTÍCULO 21- Dirección 
 
Las asambleas generales, ordinarias o extraordinarias, así como las sesiones de 
Junta Directiva, serán dirigidas por quien ejerza la Presidencia de la Junta Directiva, 
y en caso de su ausencia o impedimento, por la Vicepresidencia, si hubiera ausencia 
o impedimento de las dos, le corresponderá dirigir a la Vocalía en su orden de 
prelación, según corresponda.  La Secretaría será un órgano de apoyo. 
 
ARTÍCULO 22- Votaciones 
Las decisiones que tomen las asambleas generales serán aprobadas por mayoría 
absoluta de las personas presentes, salvo disposición en contrario del propio 
órgano, de esta ley.  
 
ARTÍCULO 23- Atribuciones de la Asamblea General 
 
Corresponde a la Asamblea General: 
 



 

a) Aprobar y revocar los nombramientos, así como llenar las vacantes cuando se 
produzcan, en los cargos de la Junta Directiva, la Fiscalía, el Tribunal de Honor 
y el Tribunal Electoral.  Las elecciones se efectuarán cargo por cargo, en votación 
directa y secreta, por mayoría absoluta de las personas miembros presentes. 
 

b) Examinar los actos de la Junta Directiva y conocer las quejas interpuestas en su 
contra, por infringir esta ley, su reglamento o los reglamentos emitidos por el 
Colegio. 

 
c) Conocer los recursos que se interpongan o presenten contra sus propias 

resoluciones y las de la Junta Directiva, la Fiscalía y el Tribunal de Honor, a 
excepción de las resoluciones sancionatorias que dicte la Junta directiva, contra 
miembros a quienes se les haya comprobado el cometimiento de alguna falta 

 
d) Conocer y aprobar el Código de Ética Profesional. 

 
e) Conocer y aprobar los reglamentos internos del Colegio. 

 
f) Conocer y aprobar el plan de trabajo y el presupuesto anual. 

 
g) Previo a cualquier elección, la Asamblea General será quién apruebe el 

reglamento donde se regula la forma de elección de manera clara precisa y 
concisa. Y será esta misma Asamblea General quién en su debido momento, 
realice las reformas parciales al reglamento interno que regule dicha materia 
electoral. Ello sin detrimento que se proponga un texto para estudio y valoración 
de la Asamblea.  

 
h) Gestionar la contratación de los servicios de un auditor, para que periódicamente 

realice una auditoría sobre las actuaciones del colegio.  
 

i) Cumplir las demás atribuciones que le asignen esta ley, su reglamento o los 
reglamentos emitidos por el Colegio. 

 
ARTÍCULO 24- Revocatoria de resoluciones 
 
Contra las resoluciones de la Asamblea General, en asuntos de su competencia, 
cabrá recurso de revocatoria, el cual debe ser presentado y resuelto en la misma 
sesión, donde se emitió la resolución, y ante la misma Asamblea 
 
 
ARTÍCULO 25- Certificaciones 
 
Tendrán fuerza y carácter de títulos ejecutivos ante los tribunales de la República, 
las constancias expedidas, conjuntamente, por el presidente y el tesorero de la 
Junta Directiva, en las cuales se acredite la falta de pago de contribuciones 
ordinarias y los alcances de cuentas del Colegio, en determinada administración 
interna. 



 

CAPÍTULO VI 
JUNTA DIRECTIVA 

 
ARTÍCULO 26- Integración 
 
La Junta Directiva estará compuesta por la Presidencia, la Vicepresidencia, la 
Secretaría, la Tesorería y tres Vocalías. Todos los directores deberán ser personas 
miembros activos del colegio y tener, como mínimo dos años de estar incorporados 
al colegio, excepto la primera junta directiva que se instaure.  
 
La Asamblea General designará la Fiscalía compuesta por cuatro miembros, y quien 
la ocupe tendrá derecho a voz, pero no a voto, en las reuniones de la Junta Directiva, 
y velará por el cumplimiento de la ley y los reglamentos.  Tanto los directores como 
la Fiscalía deberán ser personas miembros activos del Colegio y tener, como 
mínimo, dos años de estar incorporadas al Colegio, excepto la primera Junta 
Directiva que se instaure. 
 
La votación para elegir a los directores y a quienes ocupen las fiscalías se hará de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 22 de esta ley.  De producirse un empate, 
la votación deberá repetirse entre los dos candidatos que hayan obtenido el mayor 
número de sufragios y si el empate persiste tras la segunda votación quedará electo 
el candidato de mayor edad. 
 
Los miembros electos permanecerán dos años en funciones y podrán ser reelegidos 
por un período igual. 
 
Los directores perderán su condición si incurren en alguna de las causales 
establecidas en el capítulo IX de la presente ley o caso de muerte, renuncia o 
incapacidad total permanente.  
 
Para la integración de la junta directiva y de los demás órganos del colegio deberá 
respetar y atender la representación proporcional que la ley otorga a las mujeres. 

 
ARTÍCULO 27- Sesiones 
 
La Junta Directiva sesionará ordinariamente una vez por semana y en forma 
extraordinaria cuando sea convocada por la Presidencia o por un mínimo de tres 
personas directoras.  Integrarán el cuórum cuatro personas directoras.  Los 
acuerdos y las resoluciones se tomarán por mayoría absoluta.  Las actas de las 
sesiones de la Junta Directiva serán firmadas por la Presidencia, la Secretaría y 
serán de acceso público mediante el debido proceso de petitoria escrita. 
 
ARTÍCULO 28- Recursos  

Contra los acuerdos de la Junta Directiva cabrán los recursos de revocatoria ante 

la propia Junta y de apelación subsidiaria ante la Asamblea General dentro del 

término de 5 días hábiles posteriores a su notificación.  



 

Las resoluciones sancionatorias dictadas por la Junta Directiva cuando 

conoce de las decisiones del Tribunal de Honor y Ética agotan la vía 

administrativa. 

Los acuerdos y las resoluciones de la Junta Directiva, en las materias de su 
competencia, se ejecutarán de inmediato.  
 
ARTÍCULO 29- Funciones 
 
Serán funciones de la Junta Directiva: 
 
a) Velar por el cumplimiento de las finalidades del Colegio. 

 
b) Fijar las cuotas que deben pagar las personas miembros del Colegio.  

 
c) Ejercer la dirección general del Colegio; coordinar las actividades 

administrativas y aprobar las diligencias administrativas y judiciales de cobro de 
cuotas y otros ingresos; además, resolver todos los asuntos internos del Colegio 
que no estén reservados expresamente para la Asamblea General. 
 

d) Conocer y resolver los recursos de revocatoria que se interpongan contra sus 
resoluciones. 
 

e) Conocer y aprobar la organización administrativa y las funciones del personal 
administrativo del Colegio.  
 

f) Administrar los fondos generales y los bienes muebles e inmuebles del Colegio, 
y examinar los registros de tesorería, según indique el reglamento de esta ley. 
 

g) Nombrar a las personas que fungirán como delegadas ante representaciones 
permanentes o integrantes de comisiones especiales, así como las personas 
miembros del Comité Consultivo. 
 

h) Elaborar los programas de trabajo y los reglamentos de organización propios 
del funcionamiento interno del Colegio y aprobarlos.  
 

i) Elaborar los presupuestos de ingresos y egresos generales, ordinarios y 
extraordinarios y someterlos a la Asamblea General ordinaria para que los 
examine y apruebe, y velar por su estricto cumplimiento, una vez aprobados.  
 

j) Conocer y analizar los asuntos y problemas que interesen al Colegio y, según 
el caso, someter el resultado de estos a la Asamblea General. 
 

k) Elaborar la memoria anual del Colegio y presentarla al conocimiento de la 
Asamblea General ordinaria. 
 

l) Acordar las convocatorias de la Asamblea General ordinaria o extraordinaria. Y 



 

obedecer, ejecutar los acuerdos de la Asamblea General. 
 

m) Designar las materias que deben ser objeto preferente de investigación y debate 
en las reuniones del Colegio. 

 
n) Dirigir las publicaciones periódicas del Colegio que contribuyan a desarrollar y 

difundir la especialidad de sus miembros. 
 

o) Integrar las comisiones permanentes y específicas que habrán de desempeñar 
las funciones especiales del Colegio, así como designar a las personas 
delegadas que el Colegio requiera y cuyo nombramiento no sea potestad de la 
Asamblea General. 

 
p) Promover el intercambio intelectual entre las personas miembros del Colegio y 

los miembros de otras corporaciones afines, así como congresos, nacionales e 
internacionales, de investigación científica, planificación y resolución de 
problemas, en las especialidades profesionales de las personas miembros. 

 
q) Conocer y resolver las solicitudes de ingreso e incorporar y juramentar a los 

nuevos colegiados. 
 

r) Conocer las renuncias o separaciones permanentes de los directores y 
convocar a Asamblea General para examinarlas, aprobarlas y nombrar a las 
personas sustitutas, y conocer la renuncia o cesación de cualquiera de los 
miembros, para hacerla del conocimiento de la Asamblea General.  

 
s) Conocer de las solicitudes de ausencias temporales de los miembros de la Junta 

Directiva, así como de los directores, por un plazo hasta de seis meses. 
 

t) Nombrar y remover a los servidores del Colegio con cargos remunerados, según 
tabla de salarios del Ministerio de Trabajo.  Estos nombramientos en ningún 
caso podrán recaer en directores o directoras.  

 
u) Conocer las faltas en que incurran los miembros del Colegio e imponerles las 

sanciones correspondientes, según señalen esta ley y los reglamentos. 
 

v) Evacuar las consultas y solicitudes presentadas por personas, empresas y 
organismos y las instituciones del Estado, de acuerdo con el reglamento. 

 
w) Conocer los recursos de apelación contra las resoluciones de los tribunales de 

elecciones y de honor. 
 

x) Acordar las sanciones para los miembros activos del Colegio, de acuerdo con 
lo previsto en esta ley y su reglamento. 

 
y) Establecer las tarifas por concepto de hora profesional en regencia o asesoría 

según grado académico. 



 

 
z) Cumplir las demás funciones comprendidas en la ley y los reglamentos que se 

promulguen para articular la presente ley. 
 
ARTÍCULO 30- Funciones de la Presidencia 
 
Son funciones de la Presidencia de la Junta Directiva, además de la señalada en el 
artículo 1 de esta ley: 
 

a) Presidir las sesiones de las asambleas generales, ordinarias y extraordinarias, 
así como las sesiones de la Junta Directiva y las de trabajo. 
 

b) Coordinar la preparación de la memoria anual de actividades y de los 
presupuestos. 
 

c) Proponer en qué orden deben tratarse los asuntos y dirigir los debates. 
 

d) Conceder licencia por justa causa a los demás directores para que no concurran 
a sesiones. 
 

e) Firmar, junto con quien ocupe la Secretaría, las actas de las sesiones, y junto con 
quien ocupe la Tesorería, los libramientos contra los fondos del Colegio. 
 

f) Convocar a las sesiones extraordinarias de la Junta Directiva y a las sesiones de 
la Asamblea General, y presidir los actos oficiales del Colegio. 
 

g) Cumplir las demás funciones que le asignen las leyes y los reglamentos. 
 
ARTÍCULO 31- Funciones de la Vicepresidencia 
 
La Vicepresidencia de la Junta Directiva desempeñará las mismas funciones que la 
Presidencia, durante las ausencias temporales u ocasionales de quien ocupe esta 
última.  Asimismo, dará apoyo a la Presidencia cada vez que sea necesario. 
 
ARTÍCULO 32- Funciones de la Tesorería 
 
Son funciones de la Tesorería: 
 
a) Custodiar los fondos del Colegio. 

 
b) Recaudar dinero por concepto de contribuciones y cuotas establecidas por el 

Colegio, por concepto de multas o sanciones disciplinarias impuestas a los 
agremiados.  

c) Mantener los fondos del Colegio depositados en alguna entidad bancaria. 
 

d) Llevar la contabilidad y presentar, ante la Asamblea General, al término del 
ejercicio anual, el estado general de ingresos y egresos, el balance de situación, 



 

la liquidación del presupuesto y el proyecto de presupuesto para el ejercicio del 
año siguiente, con refrendo de las personas que ocupen la Presidencia y la 
Fiscalía 

 
e) Tramitar y efectuar los pagos por las cuentas del Colegio que se le presenten 

en la forma debida. 
 

f) Supervisar la caja chica del Colegio. 
 

g) Cumplir las demás funciones que le asignen la ley y los reglamentos. 
 
 
ARTÍCULO 33- Funciones de la Secretaría 
 
Son funciones de la Secretaría: 
 
a) Redactar las actas de las sesiones de la Junta Directiva y de la Asamblea 

General, y firmarlas junto con quien ocupe la Presidencia. 
 

b) Atender la correspondencia del Colegio. 
 

c) Custodiar el archivo del Colegio. 
 

d) Extender todas las certificaciones que emanen del Colegio. 
 

e) Elaborar, junto con quien ocupe la Presidencia, la memoria anual de labores. 
 

f) Cumplir las demás funciones que le asignen la ley y los reglamentos. 
 

ARTÍCULO 34- Funciones de las vocalías 
 
Las vocalías, de acuerdo con su orden de prelación, podrán ejercer las funciones 
de cualquier otro miembro de la Junta Directiva, en caso de ausencia o 
impedimento.  Además, tendrán comprendidas las funciones que les asignen las 
leyes y los reglamentos o las que sean dispuestas por los miembros de la Junta 
Directiva, como apoyo a los otros puestos directivos. 
 

 
CAPÍTULO VII 

FISCALÍA 
 

ARTÍCULO 35- Designación, responsabilidades y Funciones de las fiscalías 

La Asamblea General designará la Fiscalía compuesta por cuatro miembros será 

su deber principal velar por el cumplimiento de la ley y los reglamentos. 



 

Todos los fiscales deberán ser personas miembros activos del Colegio y tener, 

como mínimo, dos años de estar incorporadas al Colegio, excepto la primera 

fiscalía que se instaure. 

Quienes la ocupen tendrán derecho a voz, pero no a voto, en las reuniones de 

la Junta Directiva.  

 
Son funciones de las fiscalías: 
 
a) Velar por el cumplimiento de esta ley y de los reglamentos del Colegio, así como 

por la debida ejecución de los acuerdos y las resoluciones de la Asamblea 
General y la Junta Directiva. 
 

b) Revisar trimestralmente los registros de tesorería y los estados bancarios, así 
como el procedimiento de manejo; además, visar las cuentas de la Tesorería. 
 

c) Promover, junto con quien ocupe la Presidencia, las acusaciones judiciales 
contra quienes ejerzan ilegalmente las profesiones que se encuentren bajo la 
fiscalización del Colegio. 
 

d) Presentar, ante la Asamblea General, un informe de labores sobre las acciones 
de la fiscalía. 
 

e) Velar tanto por el buen ejercicio de la profesión como por los derechos y deberes 
de las personas asociadas. 
 

f) Levantar las informaciones sumarias de las quejas presentadas contra las 
personas miembros del Colegio y presentar a la Junta Directiva un informe con 
sus recomendaciones, conforme a lo establecido en el capítulo de sanciones de 
esta ley. 
 

g) Cumplir las demás funciones que le asignen las leyes y los reglamentos. 
 

CAPÍTULO VIII 
TRIBUNAL ELECTORAL, TRIBUNAL DE 

HONOR Y COMITÉ CONSULTIVO 
 

SECCIÓN I 
TRIBUNAL ELECTORAL 

 
 

ARTÍCULO 36- Integración y competencia 
 
La Asamblea General ordinaria nombrará de su seno al Tribunal Electoral, formado 
por cinco miembros.  El cargo de miembro del Tribunal Electoral será incompatible 
con cualquier otro del Colegio. 
 



 

Los miembros del Tribunal Electoral durarán dos años en sus funciones y podrán 
ser reelectos por un periodo igual. El Tribunal Electoral designará de su seno una 
Presidencia, una Secretaría, una Tesorería y dos vocalías. 
 
Los miembros perderán su condición, si incurren en alguna de las causales 
establecidas en el capítulo VIII de la presente ley. 
 
ARTÍCULO 37- Funciones 
 
Serán funciones del Tribunal Electoral: 
 
a) Previo a cualquier elección, la Asamblea General será quién apruebe el 

reglamento donde se regula la forma de elección de manera clara precisa y 
concisa, por lo tanto, son funciones del Tribunal Electoral velar por el fiel 
cumplimiento del reglamento aprobado por la Asamblea General. 

 
b)  Proponerle a la Asamblea General, las modificaciones que considere pertinentes 

al reglamento de elecciones internas del Colegio 
 
c) Dirigir, controlar, efectuar el escrutinio y declarar a las personas ganadoras de 

todas las elecciones internas. 
 
d) Los miembros perderán su condición, si incurren en alguna de las causales 

establecidas en el capítulo VIII de la presente ley.  
 
e) Cualesquiera otras funciones que le asignen las leyes y los reglamentos. 
 

SECCIÓN II 
TRIBUNAL DE HONOR 

 
ARTÍCULO 38- Integración y competencia 
 
La Asamblea General ordinaria nombrará al Tribunal de Honor, compuesto por cinco 
personas miembros activos residentes en el país, de reconocida solvencia moral, 
quienes permanecerán en sus cargos dos años y podrán ser reelegidos hasta 

por un período más. 
 

Los miembros perderán su condición, si incurren en alguna de las causales 
establecidas en el capítulo IX de la presente ley.  
 
Este Tribunal actuará como cuerpo colegiado, tendrá como función esencial la 
investigación y la formulación de dictámenes que deberá presentar ante la Junta 
Directiva, para que sean valorados y eventualmente sirvan como base para la 
aplicación de sanciones, según corresponda. Por lo tanto, conocerá de las 
denuncias contra personas miembros activos del Colegio, por faltas cometidas en 
el ejercicio de su profesión y por faltas cometidas contra la presente ley, su 
reglamento, los reglamentos internos y el Código de Ética Profesional 



 

El Tribunal, de conformidad con la presente ley, determinará si la denuncia procede. 
 
El cargo de miembro del Tribunal de Honor será incompatible con el desempeño de 
cualquier otro cargo del Colegio. 
 
Corresponderá a este Tribunal, la redacción del Código de Ética del Colegio, el cuál 
será conocido y aprobado por la Asamblea General del Colegio. 
 
 
ARTÍCULO 39- Trámite de denuncias 
 
Las quejas o denuncias contra miembros activos del Colegio deberán ser 
presentadas ante el Tribunal de Honor que tendrá como función esencial la 
investigación y la formulación de dictámenes que deberá presentar ante la Junta 
Directiva, para que sean valorados y eventualmente sirvan como base para la 
aplicación de sanciones, según corresponda, siempre y cuando se pruebe que 
alguno de los miembros ha vulnerado la ética profesional y las leyes de orden 
público.  
 
El Tribunal tramitará la información en un término de diez días hábiles, para que, en 
los tres días hábiles siguientes a este plazo, se inicien los procedimientos tendientes 
a establecer las sanciones por parte de la Junta Directiva. 

 
SECCIÓN III 

COMITÉ CONSULTIVO 
 
ARTÍCULO 40- Comité Consultivo 
 
La Junta Directiva podrá designar Comités Consultivos, compuestos por tres 
personas miembros activos del Colegio residentes en el país, que deben de contar 
con la formación profesional y experiencia calificada, que acrediten su idoneidad 
para brindar la asesoría requerida.  Estos Comités asesorarán sobre cada asunto 
que se someta a la consideración de la Junta Directiva. 
 
El cargo de consultor será ad honorem, y solo podrá recibir viáticos, según lo 
dispuesto por la tabla vigente de la Contraloría General de la República de 
Costa Rica con respecto a hospedaje, kilometraje, traslado y alimentación, en caso 

que excepcionalmente sea necesario, previa autorización de la Junta Directiva.   
 
Cada comité Consultivo emitirá el dictamen por mayoría absoluta de votos y lo 
pasará a la Junta Directiva, que podrá acoger el dictamen y emitirlo a nombre del 
Colegio. 
 
 

 
 
 



 

CAPÍTULO IX 
SANCIONES 

 
ARTÍCULO 41- Sanciones a las personas miembros 
 
Las personas miembros del Colegio, en el ejercicio de su profesión podrán recibir 
las siguientes sanciones, cuando se demuestre por los órganos competentes la 
comisión de alguna falta a esta ley o sus reglamentos: 
 
a) Será sancionada con la suspensión de su calidad de miembro activo, la persona 

colegiada que se atrase en el pago de seis cuotas de la colegiatura.  La calidad 
de miembro activo será recuperada cuando la persona sancionada pague el 
monto de las cuotas adeudadas.  
 

b) Será sancionada con la suspensión de uno a dos meses de su condición de 
colegiada, la persona miembro que publique o autorice informes, estudios o 
análisis falsos.  

 
c) Será sancionada con suspensión de tres a seis meses de su condición de 

colegiada, la persona que, en el ejercicio de su profesión en Salud Ocupacional, 
revele algún secreto profesional. 

 
d) Será sancionada con suspensión de uno a seis meses de su condición de 

colegiada, la persona que no ajuste sus honorarios de conformidad con las 
reglamentaciones que establece el Colegio. 

 
e) Será sancionada con suspensión de seis meses a un año de la condición de 

miembro activo, la persona colegiada que, públicamente o con un fin ilícito, 
exhiba o acredite referencias o atestados personales, cuya falsedad se 
compruebe. 

 
f) Incurra en las faltas a las que se refiere la presente ley, por violación a las 

disposiciones jurídicas, éticas y morales de la profesión y así haya sido 
determinado por el Tribunal de Honor y acordado en firme por la Junta Directiva 
la suspensión, previo cumplimiento de las garantías del debido proceso que 
establece el ordenamiento jurídico costarricense. 

 
 
ARTÍCULO 42- Pérdida de condición como miembro de los órganos que dirigen 
el Colegio 
 
Se perderá la condición como miembro o director de los órganos que dirigen el 
Colegio en los siguientes casos: 

 
a) Se separe o sea separado del Colegio, temporal o definitivamente, o pierda su 

condición de persona colegiada. 
 



 

b) Cuando, sin causa justificada a juicio de la Junta Directiva, deje de concurrir a 
tres sesiones ordinarias consecutivas, o no, o se ausente del país por más de 
tres meses sin permiso de la Junta. 

 
En cualquiera de los casos enumerados anteriormente, la Junta Directiva levantará 
la información correspondiente por medio de la Fiscalía, y hará la convocatoria a 
Asamblea General extraordinaria, con el fin de que se conozca el caso y se elija, si 
procede, a quien lo sustituirá por el resto del período legal, a más tardar un mes 
después de producirse la vacante.  En igual forma se procederá en caso de muerte 
o renuncia de algún miembro de un órgano del Colegio. 
 
ARTÍCULO 43- Trámite de las sanciones 
 
Establecidos los cargos por el Tribunal de Honor, al profesional cuestionado se le 
dará traslado por el término de diez días, para que conteste la denuncia, oponga las 
excepciones y ejerza el derecho de defensa.  En el escrito deberá ofrecer las 
pruebas del caso y el medio para recibir notificaciones.  Se le permitirá el acceso al 
expediente administrativo, tanto a las partes como a sus abogados, de conformidad 
con el artículo 272 de la Ley General de la Administración Pública.  En este 
procedimiento será de aplicación obligatoria el principio de verdad real. 
 
Vencido el emplazamiento anterior, se dará traslado por cinco días hábiles al 
denunciante, para que manifieste lo que, en derecho, corresponda sobre lo alegado 
por el denunciado. 
 
ARTÍCULO 44- Audiencia 
 
Vencido el término anterior, se citará a las partes a una audiencia, que deberá 
celebrarse dentro de los 15 días hábiles siguientes, después de vencido el último 
emplazamiento, con el fin de evacuar las pruebas ofrecidas por ellas.  La Secretaría 
del Tribunal de Honor deberá levantar un acta detallada de lo manifestado en la 
audiencia.  Terminada la evacuación de la prueba, se permitirá alegar de bien 
probado a las partes o sus representantes, y se cerrará la vista.  Dentro de los tres 
días hábiles siguientes, el Tribunal de Honor deberá emitir la correspondiente 
resolución motivada, so pena de nulidad.  Para lo que no se estipule de modo 
expreso en este procedimiento, se aplicará, supletoriamente, en tanto no sea 
incompatible con la presente normativa, la Ley General de la Administración Pública. 
 
ARTÍCULO 45- Recursos 
 
Contra los fallos del Tribunal de Honor procede recurso de revocatoria y de 
apelación ante la Junta Directiva.  Cada recurso deberá ser interpuesto por las 
personas interesadas, dentro de los diez hábiles siguientes a la fecha de la 
notificación de la resolución final. 
 

 
 



 

CAPÍTULO X 
PATRIMONIO DEL COLEGIO 

 
ARTÍCULO 46- Fondos 
 
La Junta Directiva administrará los fondos del Colegio, los cuales estarán 
constituidos por los siguientes recursos: 
 
 
a) Las cuotas ordinarias de las personas miembros activos. 

 
b) Lo recaudado por concepto de multas.  

 

c) Las donaciones y los legados que se le hagan al Colegio. 
 

d) Las subvenciones que se acuerden el Poder Ejecutivo o cualquier otro ente en 
favor del Colegio. 
 

e) Cualesquiera otros ingresos adicionales a favor del Colegio. 
 
ARTÍCULO 47- Bienes 
 
El patrimonio del Colegio estará formado por todos los bienes muebles e inmuebles, 
los títulos valores o el dinero en efectivo que en determinado momento muestren el 
inventario y los balances correspondientes.  La Junta Directiva administrará los 
bienes muebles e inmuebles que sean adquiridos por el Colegio. 
 
ARTÍCULO 48- Beneficios 
 
Vía reglamento, el Colegio podrá establecer un régimen de beneficios sociales para 
las personas miembros y sus causahabientes, una vez elaborados los estudios 
actuariales respectivos, los cuales deberán fundamentarse en la solidez financiera 
del sistema. 
 

CAPÍTULO XI 
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 

 
TRANSITORIO I- La Asamblea General Extraordinaria se reunirá dentro de los 
treinta días siguientes a la promulgación de la presente Ley, con el objeto de 
designar a los miembros de la primera Junta Directiva del Colegio y 
juramentarlos.  Esta Asamblea General Extraordinaria será convocada por una junta 
directiva temporal que la presidirá, verificará las calidades de los candidatos a 
miembros del Colegio y entregará la credencial respectiva a quienes cumplan lo 
establecido en los artículos 4 y 6 de la presente Ley, para que puedan participar en 
dicha Asamblea, donde se elegirá a la Junta Directiva para el primer período y 
juramentará a quienes resulten electos.  
 



 

TRANSITORIO II.- La primera Junta Directiva del Colegio se instalará 
inmediatamente después de nombrada y estará en funciones hasta que sus 
miembros sean reemplazados por la siguiente Junta Directiva, según lo establecido 
en la presente Ley.   
 
TRANSITORIO III.- Una vez establecido el Colegio de Profesionales en Salud 
Ocupacional, los profesionales dispondrán de seis meses como máximo para 
incorporarse a él.  
 
TRANSITORIO IV.- El Colegio de Profesionales en Salud Ocupacional, por 
medio de su Asamblea General aprobará una propuesta de reglamento que 
será remitido por la Junta Directiva al Ministerio de Trabajo dentro de los 11 
meses siguientes a su instalación, para que sea considerada como base de 
un reglamento ejecutivo a esta ley. 
 

TRANSITORIO V- Los profesionales en salud ocupacional que a la entrada en 
vigencia esta ley se encuentre incorporados a un colegio profesional, podrán 
mantener su condición de agremiados en ese Colegio, sí así lo desean. 
 

Rige a partir de su publicación. 

 



 

DADO EN LA SALA DE SESIONES DEL ÁREA DE COMISIONES LEGISLATIVAS 
III, EN SAN JOSÉ, AL PRIMER DÍA DEL MES DE MARZO DEL AÑO DOS MIL 
VEINTIDOS. 
 
 

 
 

 
Pablo Heriberto Abarca Mora  Jonathan Prendas Rodríguez 

 
 
 
 
 

Dragos Dolanescu Valenciano   Luis Fdo. Chacón Monge 
 
 
 
 
 

David Gourzong Cerdas   Zoila Rosa Volio Pacheco 
 
 
 
 
 

Carlos Ricardo Benavides   Víctor Manuel Morales Mora 
 
 
 

 
 

José María Guevara Navarrete 
 

DIPUTADOS Y DIPUTADA 
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